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Núñez, _____ ____________ s/ falso testimonio. 

 

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

Buenos Aires, 20 de Abril de 2023 
 

 

 

 

Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la defensa 

de _____ Núñez en la causa Núñez, _____ ____________ s/ falso 

testimonio”, para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

 
Que el Tribunal comparte y hace suyos, en lo 

pertinente, los fundamentos y conclusiones expresados en el 

dictamen del señor Procurador General de la Nación interino, a 

cuyos términos se remite en razón de brevedad. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado, se hace lugar 

a la queja, se declara procedente el recurso extraordinario y se 

deja sin efecto la sentencia apelada. Notifíquese y vuelvan los 

autos al tribunal de origen a fin de que, por quien corresponda, 

se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a la presente. 
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Recurso de queja interpuesto por _____ Núñez, asistido por el Dr. Guillermo 

Todarello, Defensor Público Oficial. 

 

Tribunal de origen: Sala III de la Cámara Federal de Casación Penal. 

 

Tribunal que intervino con anterioridad: Tribunal Oral en lo Criminal Federal 

n° 2, Rosario. 
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Ministerio Público 

Procuración General de la Nación 

 

 

 

 

S u p r e m a C o r t e : 

 
 

I 

La Sala III de la Cámara Federal de Casación Penal rechazó 

el recurso deducido por la defensa oficial de _____ ____________ Nuñez, 

y de esta manera quedó confirmada su condena a un año y seis meses de 

prisión de ejecución condicional como autor del delito de falso testimonio. 

Contra ese pronunciamiento, se interpuso recurso 

extraordinario federal, que al ser den egado dio lugar a la presente queja.  

II 

 
En su apelación federal, el recurrente sostiene que al 

rechazar el planteo de insubsistencia de la acción penal , la sentencia afectó 

el derecho constitucional a ser juzgado en un plazo razonable,  por haberse 

prolongado el proceso por más de  diecisiete años  sin  que ello pueda verse 

justificado a la luz de los l ineamientos fijados por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos. 

En ese sentido, remarcó que la demora es atribuible 

exclusivamente a las autoridades judiciales, puesto que la defensa no 

realizó ninguna presentación que incidiera en la prolongación 

significativa de los plazos. Al respecto, señaló que a partir de sucesivas 

excusaciones de los  magistrados, la  integración definitiva del  tribunal 

se  demoró por años y que el pedido de  suspensión del  juicio a prueba fue 

rechazado ocho años después de ser presentado.  

 

 

 

 

1 



 
 
 
 
 
 
 

 

La defensa sostuvo que el a quo justificó la duración 

aludiendo a la complejidad de la causa, pero que, sin embargo, este 

expediente tiene un solo imputado, ningún testigo y la  única prueba fue 

la reproducción de las declaraciones testimoniales de Nuñez en las que 

habría incurrido en contradicción. También criticó el argumento del 

tribunal de casación que apunta a que la duración excesiva del proceso 

no había causado perjuicios concretos al imputado , por no haber sido 

restringidos sus derechos y haber mantenido su carrera de oficial de 

policía, pues ello implica desconocer que, según la jurisprudencia de la 

Corte, el mero sometimiento a proceso criminal constituye un perjuicio en 

sí  mismo y que una condena podría afectar su retiro y los beneficios de 

seguridad social asociados.  

III 

 
A los fines de brindar una adecuada respuesta a los 

planteos del recurrente, estimo útil consignar qu e la presente causa se 

inició el 22 de agosto de 2002 con l os antecedentes remitidos por el Tribunal 

Oral en lo  Criminal  Federal n°  1 de Rosario para que  el juez de turno 

investigara el posible delito de falso testimonio que habría cometido el 

agente de policía _____ __ Nuñez al declarar como testigo en juicio ( fs. 

1/9 del expediente principal digitalizado).  

En diciembre de 2003 se lo citó a declarar como 

imputado ( fs. 60), en agosto de 2004 fue procesado ( fs. 90/ vta.), en 

septiembre de 2005 la fiscalía formuló la acusación ( fs. 129/vta.) y e n 

octubre siguiente se elevó la causa a juicio ( fs. 132). 
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La constitución definitiva del tribunal  se  demoró entre 

el 5 de diciembre de 2005 y el 6 de julio de 2007 por div ersas excusaciones. 

La citación a juicio tuvo lugar el 28 de abril de 2008 ( fs. 166 ) y se dispuso 

como fecha para el debate de una sola jornada el 18 de septiembre de 

2008 (fs. 175). Luego sobrevino un plan teo de la fiscal interviniente 

referido, una vez más, al tema de  la  integración  del tribunal que obligó a 

suspender la audiencia hasta q ue, previa intervención de la cámara de 

casación que resolvió  la  cuestión  de manera definitiva, se fijó una nueva 

para el 13 de  mayo  de 2010  ( fs. 225 ). 

El 4 de junio de 2010 el tribunal volvió a posponer el 

debate, esta vez a pedido de la defensa, que informó que iba a presentar una 

propuesta de suspensión del juicio a prueba (fs. 246/ 247). Sin novedades 

al respecto, el 10 de agosto siguiente se fijó nueva audiencia de debate 

para el 11 de noviembre.  El 4 de  noviembre la  defensora oficial de  Nuñez 

presentó una excepción basada en la  insubsistencia de la acción penal por 

violación al derecho a ser juzgado en un plazo razonable y, en subsidio, la 

solicitud de suspensión del juicio a prueba. El 8 de noviembre siguiente el 

tribunal rechazó la excepción y fijó para igual fecha -11 de noviembre- la 

audiencia  para  considerar  la suspensión del juicio a prueba ( fs. 

265/266).  

La defensa interpuso recurso de casación contra el 

primer punto de esa decisión. Luego, fue necesaria una nueva integración 

del tribunal por el fallecimiento de uno de los  magistrados (fs. 278 y 

siguientes) y finalmente la cuestión quedó resuelta el 1° de agosto de 2011 

con la desestimación del reclamo (fs. 295/ vta.). 
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El 3 de noviembre de 2011 tuvo lugar la audiencia de 

suspensión del juicio a prueba ( fs. 309/ 310 vta.). A partir de allí la 

integración del tribunal quedó otra vez afectada por vacancia de uno de los 

vocales, situación que perduró hasta  el 25 de julio de  2018, cuando se 

volvió a conformar con tres jueces ( fs. 368). El 26 de diciembre siguiente 

se rechazó la suspensión del juicio a prueba (fs. 375). 

Finalmente, el 24 de abril de 2019 comenzó el juicio que 

culminó con la condena referida en el punto I de este dictamen ( fs. 463 y 

ss.). 

IV 

 
Si bien la propia naturaleza del derecho a ser juzgado 

en un plazo razonable y sin dilaciones indebidas impide determinar con 

precisión a partir de qué momento comenzaría  a lesionarse,  pues depende 

en gran medida de  diversas circunstancias propias de  cada caso y no puede, 

por ello, traducirse en un número de días, meses o años (conf., entre otros, 

considerando 8 ° del voto en disidencia de los jueces Fayt y Bossert en 

“Kipperband” - Fallos: 322:360 - y dictamen de la Procuración General, al 

que remitió la Corte Supre ma en “Acerbo” - Fallos: 330: 3640 -), considero 

que en función de ese criterio el plazo de duración de este proceso no puede 

estimarse razonable.  

Así lo pienso, con apoyo en  los  citados precedentes 

del Tribunal, en los  que sostuvo que el  concepto de plazo razonable al que 

se hace referencia en el artículo 8º, inciso 1º, de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, debe medirse con relación a una serie de 

factores tales como la complejidad del caso, la conducta del 
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inculpado y la diligencia de las autoridades competentes  en la conducción 

del proceso. 

En ese sentido, y como la ha desarrollado V.E. en su 

jurisprudencia en esta materia, el derecho en cuestión es independiente de 

los plazos generales que el legislador ordinario im pone teniendo en mira 

clases de casos - como los términos de prescripción de la acción penal-. El 

plazo razonable que garantizan la Constitución y el derecho internacional 

de los derechos humanos ha de ser determinado judicialmente en cada 

litigio, tomando en consideración los rasgos particulares del caso 

concreto; y sea cual fuere el lapso que de ese modo se declare, su 

cumplimiento determinará la extinción de la pretensión punitiva a pesar de  

que  los  términos de  prescripción dispuestos en  la ley ordinaria indiquen 

lo contrario ( cf., Fallos: 3 38: 1538, punto IV del dictamen de la 

Procuración General de la N ación a cuyos fundamentos hizo remisión la 

sentencia del Tribunal, y sus citas). 

Bajo esos parámetros, lo  primero que debe señalarse es 

que el caso no reviste complejidad alguna ; se trata de una causa por falso 

testimonio que tiene un solo imputado , cuya investigación no requirió de 

trámites procesales complejos que a menudo llevan tiempo, como exhortos 

para practicar diligencias fuera de la jurisdicción o actividad probatoria 

compleja por la cantidad o la densidad  de  las fuentes de información. Por  

el contrario, la  única prueba  material del sub lite fue la reproducción de 

las declaraciones de las que surgiría el delito y de las actas que dejaron 

constancia de ellas.  Desde  su declaración como imputado hasta la 

clausura de la instrucción transcurrieron diez meses; desde octubre de 

2003 y por un plazo de casi 
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dieciséis años se extendió la etapa de juicio hasta la sentencia del 2 de mayo 

de 2019 que lo condenó a la pena de un año y seis meses de prisión 

condicional. En ese lapso no hubo actividad de la de fensa a la que se le 

pueda atribuir más que unos pocos días de demora. En cambio, puede 

apreciarse que entre la elevación y la  citación a juicio pasaron casi cuatro 

años, a los que hay que sumar otros dos hasta la fijación de la primera 

audiencia de debate. El transcurso de  esos  seis años en cuentra su 

explicación fundamental en los problemas que enfrentó el sistema judicial 

para poder integrar el tribunal competente.  

Para entonces, la duración del proceso ya  mostraba una 

extensión incompatible con las características de la causa y aún estaba 

lejos de concluir. Como fue consignado en el punto anterior, en junio de 

2010 la defensa planteó la extinción de la acción penal y, en subsidio, la  

suspensión del juicio a prueba. Lo primero se  rechazó un año más tarde 

— previa nueva integración del tribunal por el fallecimiento de un vocal— 

y el planteo subsidiario fue desestimado el 26 de diciembre de 2018 , es 

decir, ocho años y medio después de su presentación. Nuevamente, la 

demora derivó de los trámites necesarios para constituir el tribunal, que 

una vez más había quedado  afectado por la vacancia de una de sus 

vocalías.  

El a quo admitió de manera expresa que la dilación para 

llevar a cabo el juicio “fue motivada principalmente  en  los sucesivos 

inconvenientes para integrar el tribunal” (ver punto 1 del voto del doctor 

Riggi y, en igual sentido, voto de la doctora Catucci); no obstante, sostuvo 

que la circunstancia de haberse prolongado el proceso desde el 2002 no 

tiene “virtualidad suficiente como para haber afectado 
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el derecho del justiciable a obtener una  resolución que ponga  fin  al pleito 

dentro de un plazo razonable” ( ibídem). Para justificar esa afirmación,  

resaltó que Nuñez cometió falso testimonio para favorecer a sus colegas 

imputados por un hecho de extrema gravedad, ventilado en una causa de 

interés público ( ampliamente  conocida  como  “la masacre de Ramallo”), 

lo que aprecio como un fundamento meramente aparente, en razón de que 

no existe ninguna conexión relevante entre la gravedad de  los hechos sobre 

los que declaró el testigo y las  demoras que se registraron en el trámite de 

esta causa, con independencia de que tampoco la doctrina y la  

jurisprudencia en la  materia han considerado una circunstancia tal como 

criterio para valorar la razonabilidad de la duración del proceso. Esta 

conclusión se refuerza si se tiene en cuenta que, como surge del citado 

punto 1 del voto del j uez Riggi, los juicios por aquel hecho grave se 

desarrollaron en 2002 y 2004, mientras que el sub judice lo fue recién en 

2019. 

En cualquier caso, estimo que el a quo otorgó una 

valoración exagerada a las circunstancias de aquellas actuaciones frente a 

la duración excesiva del proceso motivada por razones ajenas al imputado 

y atribuibles a la forma en que  su  trámite fue conducido por las 

autoridades. En  este  sentido, c abe  recordar que  el encausado no es el 

responsable de velar por la  celeridad y diligencia de la  actuación de las 

autoridades en el desarrollo del  proceso penal, razón por  la  cual  no se le 

puede exigir que soporte la  carga del retardo en la  administración de 

justicia pues ello traería como resultado el menoscabo  de  los derechos 

que le confiere la ley ( Fallos: 340: 2001 y sus citas del considerando 5 °). 
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En adición, el tribunal  de la  instancia  anterior sostuvo 

que el proceso abierto no restringió los derechos d el imputado, sin 

considerar que, tal como sostiene desde antiguo V. E., todo enjuiciamiento 

penal conlleva para el imputado un determinado nivel de incertidumbre y 

restricción de la  libertad  ( Fallos: 272:188), más  allá del posible perjuicio 

patrimonial que señala el defensor oficial en su apelación federal, 

consecuencia personal cuya ponderación también ha sido reconocida por 

la Corte Interamericana  de  Derechos  Humanos como cuarto elemento a 

fin de evaluar la afectación de la garantía invocada (Caso “Valle Jaramillo 

y otros vs. Colombia, Fondo reparaciones y costas, sentencia del  27  de  

noviembre de  2008, serie c n° 192, párrafo 155 ). Igual encuadre, según lo 

veo, cabe atribuirle a la relevante circunstancia que implicaría la firmeza 

de la cond ena penal dictada el 2 de mayo de 2019 por un hecho como el 

descripto, cometido en agosto de 2002. 

Lo hasta aquí desarrollado permite concluir que la 

decisión impugnada ha pasado por alto las objetivas e inusuales 

características del presente caso, a la luz de las cuales -frente al orden 

público involucrado- la mera invocación de la  causal  de  suspensión de 

la prescripción de la acción del artículo 67, segundo párrafo, del Código 

Penal, no  constituye fundamento válido para  desconocer la  afectación de 

la garantía constitucional que consagra el derecho  a ser  juzgado  en un 

plazo razonable.  
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V 

 
Por todo lo expuesto, opino que V.E. debe hacer lugar 

a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario interpuesto y dejar 

sin efecto la sentencia apelada para que, por intermedio de quien 

corresponda, se dicte otra conforme a derecho. 

Buenos Aires, 13 de diciembre de 2022. 
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